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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 17 DE AGOSTO AL 7 DE SEPTIEMBRE  DE 2018 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 

AGOSTO 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017849  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 20/2018 (10a.)  
 
TERCERO EXTRAÑO EQUIPARADO A PERSONA EXTRAÑA. PIERDE ESE CARÁCTER PARA LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO QUIEN IMPUGNA EL PRIMER EMPLAZAMIENTO 
O LLAMAMIENTO A JUICIO, MEDIANTE UN INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES O UN JUICIO 
DE AMPARO PREVIO. 
 
Carece del carácter de tercero extraño equiparado a persona extraña para efectos de la procedencia 
del amparo indirecto, quien se ostenta como tal no obstante haber impugnado previamente el 
primer emplazamiento al mismo juicio por medio de un incidente de nulidad de actuaciones ante el 
tribunal responsable, o bien mediante un diverso juicio de amparo, porque con dicha impugnación 
demuestra fehacientemente que tiene conocimiento de la acción judicial instaurada en su contra, 
al conocer de forma precisa el número y tipo de juicio respectivo, el juzgado o tribunal ante el cual 
se ventila, e incluso el nombre de quien le demanda, lo que le permite preparar actos de defensa a 
través de los medios y recursos ordinarios, o vigilar la caducidad procesal de la instancia, máxime 
que por efectos de la impugnación que le resultó favorable, está a la espera de un segundo 
emplazamiento o notificación con motivo de la reposición del procedimiento por la nulidad de 
actuaciones o del cumplimiento a la ejecutoria de amparo, lo que evidencia que en esas 
circunstancias no debe prevalecer la ficción equivalente a una ignorancia total de la demanda 
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judicial instaurada en su contra, porque lo relevante para la procedencia del juicio de amparo 
indirecto y la defensa del derecho de audiencia reconocido en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, es la situación de completo desconocimiento de un juicio 
en contra del justiciable, lo que sugiere la vulnerabilidad respecto al derecho fundamental referido, 
por lo que es inconcuso que al impugnarse el primer emplazamiento a juicio, ya tiene conocimiento 
de una acción o pretensión instaurada en su contra por lo que no puede ostentar el carácter de 
tercero extraño a juicio dado que éste se configura tratándose del mismo juicio o procedimiento, 
en una primera y única ocasión. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 165/2015. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Sexto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Octavo Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 
Circuito. 19 de abril de 2018. Mayoría de seis votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
José Fernando Franco González Salas con precisiones, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Norma Lucía 
Piña Hernández con salvedades, Eduardo Medina Mora I. y Alberto Pérez Dayán; votaron en contra: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Javier Laynez Potisek y José Ramón Cossío Díaz. Ausentes: Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Cecilia Armengol Alonso. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis III.5o.C.97 C, de rubro: "TERCERO EXTRAÑO POR EQUIPARACIÓN. TIENE ESE CARÁCTER QUIEN 
COMPARECIÓ AL PROCEDIMIENTO NATURAL ANTES DE SER EMPLAZADO.", aprobada por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, octubre de 2005, página 2513, 
 
Tesis XVIII.4o.1 C (10a.), de rubro: "TERCERO EXTRAÑO POR EQUIPARACIÓN. NO PIERDE ESE 
CARÁCTER QUIEN PROMOVIÓ INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES CONTRA EL 
EMPLAZAMIENTO A JUICIO, SI ÉSTE RESULTÓ PROCEDENTE Y EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
SE RECLAMA LA FALTA O ILEGALIDAD DEL NUEVO EMPLAZAMIENTO PRACTICADO EN EL JUICIO. 
INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 39/2001 (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MORELOS).", 
aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IX, Tomo 2, junio de 2012, página 920, 
 
Tesis VII.2o.C.2 K (10a.), de rubro: "REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. ES PROCEDENTE EL AMPARO 
INSTADO CONTRA EL NUEVO EMPLAZAMIENTO ORDENADO.", aprobada por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 4, octubre de 2012, página 2782, y 
 
Tesis III.3o.T.14 K (10a.), de título y subtítulo: "TERCERO EXTRAÑO POR EQUIPARACIÓN. CONSERVA 
TAL CARÁCTER EL DEMANDADO QUE COMPARECIÓ AL JUICIO DE ORIGEN ÚNICAMENTE PARA 
INTERPONER INCIDENTE DE NULIDAD CONTRA EL PRIMER EMPLAZAMIENTO Y ÉSTE SE DECLARÓ 
PROCEDENTE.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de mayo de 2014 a las 12:05 
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horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo III, mayo 
de 2014, página 2270, y 
 
El criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 19/2015. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de julio en curso, aprobó, con el número 20/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de julio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017840  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 41/2018 (10a.)  
 
SUCESIÓN DE COLATERALES. LOS SOBRINOS (HIJOS DE HERMANOS O MEDIOS HERMANOS 
PREMUERTOS, INCAPACES DE HEREDAR O QUE HUBIEREN RENUNCIADO A LA HERENCIA) TIENEN 
DERECHO A HEREDAR POR ESTIRPE CUANDO CONCURREN CON EL CÓNYUGE SUPÉRSTITE Y 
HERMANOS VIVOS DEL DE CUJUS (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y 
GUANAJUATO). 
 
Los artículos 1501 del Código Civil para el Estado de Nuevo León y 2843 del Código Civil para el 
Estado de Guanajuato establecen la regla general en materia de institución de heredero en la 
sucesión intestamentaria, relativa a que los parientes más próximos excluyen a los más remotos, 
que da preferencia para heredar a los más cercanos en grado, y eliminan el derecho de los más 
lejanos, por ejemplo, el hijo excluye al nieto, el hermano al sobrino, el padre al abuelo, etcétera. Sin 
embargo, esta regla tiene las salvedades previstas en los artículos 1529 y 2870 de los Códigos Civiles 
respectivos, que otorgan derecho a heredar por estirpe a los sobrinos que sean hijos de hermanos 
o medios hermanos premuertos, incapaces de heredar o que hayan renunciado a la herencia. Ahora 
bien, los preceptos 1524 y 2865 de esos respectivos ordenamientos establecen el supuesto en que 
concurren a la sucesión el cónyuge supérstite con uno o más hermanos del de cujus, asignándole al 
primero dos tercios de la herencia y un tercio para el hermano o hermanos que, en su caso, se 
dividirá en partes iguales; en esta hipótesis, el hecho de que estos últimos preceptos no hagan una 
referencia expresa a los sobrinos no significa que no cobre aplicación el derecho de éstos a heredar 
por estirpe, pues las reglas hereditarias deben entenderse y aplicarse como sistema, de modo 
funcional, atendiendo a los sujetos llamados por la ley a heredar en cada caso y a las disposiciones 
que regulen su derecho; sin que lo anterior implique contravención a la regla general de que los 
parientes más próximos excluyen a los más remotos, porque el derecho de los sobrinos a heredar 
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por estirpe, es una salvedad a dicha regla, de manera que los hermanos del autor de la sucesión, 
vivos y aptos para heredar, no eliminan a los sobrinos del de cujus, hijos de un hermano premuerto, 
incapaz de heredar o que hubiere renunciado a la herencia; por otra parte, la fuente del derecho a 
heredar del cónyuge supérstite no es el parentesco, sino el matrimonio, por lo que en relación con 
éste no tiene aplicación la indicada regla general. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 389/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Décimo Sexto Circuito y el Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 18 de abril de 2018. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos, en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 
amparo directo 959/2015, en el que sostuvo que de los artículos 2865, 2867, 2870 y 2871 del Código 
Civil para el Estado de Guanajuato, se desprende que los hijos del hermano premuerto del de cujus, 
tienen el mismo derecho a participar de la masa hereditaria que los hermanos que fueron 
declarados herederos en el juicio de origen, heredando los primeros por estirpe y los segundos por 
cabeza, pues para que el derecho que le asiste a la cónyuge supérstite pudiera excluir de la sucesión 
a los sobrinos es menester que los hermanos del de cujus no existieran. 
 
El emitido por el entonces Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 557/1980, del que derivó la 
tesis, de rubro: "PETICIÓN DE HERENCIA DE SOBRINOS DE UN HERMANO DEL AUTOR DE LA 
SUCESIÓN, MUERTO PREVIAMENTE A ÉSTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 145-150, enero a 
junio de 1981, Sexta Parte, página 195, registro digital: 800782. 
 
Tesis de jurisprudencia 41/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del trece de junio de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017828  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 23/2018 (10a.)  
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO EN EL QUE 
DECLARA QUE EXISTE IMPOSIBILIDAD MATERIAL O JURÍDICA PARA CUMPLIR LA EJECUTORIA DE 
AMPARO. 
 
En términos de los párrafos segundo y último del artículo 196 de la Ley de Amparo, cuando el Juez 
de Distrito considera que una sentencia de amparo indirecto es de imposible cumplimiento, debe 
esperar a que transcurra el plazo de 15 días a que se refiere el numeral 202 de la ley citada, y si no 
se interpone recurso de inconformidad, debe aplicar por analogía el trámite del incidente de 
inejecución de sentencia y enviar los autos del juicio al Tribunal Colegiado de Circuito que 
corresponda quien los recibirá, notificará a las partes su radicación, revisará el trámite del Juez del 
conocimiento y emitirá una resolución en la que determine la existencia de una imposibilidad para 
el cumplimiento, pues así se asegura que una determinación de tal naturaleza sea revisada, de 
oficio, por el superior jerárquico del Juez a quo, que en el caso lo es el Tribunal Colegiado de Circuito. 
Sin embargo, si dentro del plazo de 15 días se interpone recurso de inconformidad, en términos del 
artículo 201, fracción II, de la ley mencionada, ese medio de impugnación debe declararse 
procedente contra la resolución del Juez de Distrito y no de la que emita el Tribunal Colegiado de 
Circuito en la que confirme la existencia de dicha imposibilidad pues, acorde con el punto cuarto 
fracción IV, del Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que 
el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a 
los Tribunales Colegiados de Circuito, modificado mediante el Instrumento Normativo aprobado por 
el propio Pleno el cinco de septiembre de dos mil diecisiete, no cabría interponer el recurso de 
inconformidad contra la resolución emitida por el Tribunal Colegiado de Circuito en términos del 
artículo 196 de la ley de la materia, en razón de que la competencia para resolver dichos recursos 
recae, precisamente, en esos órganos colegiados, derivado, además, de que deben ser los propios 
órganos jurisdiccionales que tramitaron el juicio de amparo (Jueces de Distrito en amparo indirecto 
y Tribunales Colegiados de Circuito en amparo directo) los que en primera instancia se pronuncien 
sobre la existencia de una imposibilidad para cumplir el fallo constitucional y, eventualmente, 
conozcan y resuelvan con efectos vinculantes, cuando cause estado la interlocutoria respectiva, las 
solicitudes que en su oportunidad se presenten sobre el cumplimiento sustituto, determinando si 
ha lugar o no a dicho cumplimiento, de modo que la Suprema Corte únicamente se ocupe de 
aquellas gestiones que se le planteen sobre tales temas en los incidentes de inejecución radicados 
ante ella. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 272/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 21 de mayo de 2018. Mayoría de diez votos en relación con 
el sentido de la resolución; votó en contra: Jorge Mario Pardo Rebolledo; mayoría de seis votos de 
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los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González 
Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Eduardo Medina Mora I. y Luis María Aguilar Morales, respecto 
de las consideraciones contenidas en esta tesis; votaron en contra de las consideraciones que se 
sustentan en el Acuerdo General Plenario 5/2013 derivado de su modificación de cinco de 
septiembre de dos mil diecisiete Margarita Beatriz Luna Ramos, Norma Lucía Piña Hernández, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Norma Paola Cerón Fernández. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis 2a. XLII/2016 (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE INCONFORMIDAD PREVISTO EN LA 
FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 201 DE LA LEY DE AMPARO. SU CONOCIMIENTO COMPETE A LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CUANDO SE PROMUEVE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
DECLARÓ QUE NO EXISTÍA MATERIA SOBRE LA CUAL DECRETAR EL CUMPLIMIENTO DE LA 
SENTENCIA DE AMPARO INDIRECTO Y ORDENÓ EL ARCHIVO DEL EXPEDIENTE.", aprobada por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo I, julio de 2016, página 782, y 
 
El sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver los 
recursos de inconformidad 886/2013, 158/2014, 376/2014, 193/2015 y 317/2015. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de julio en curso, aprobó, con el número 23/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de julio de dos mil dieciocho. 
 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017815  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 22/2018 (10a.)  
 
INFORME JUSTIFICADO. EL PLAZO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 117 DE LA LEY DE AMPARO PARA 
QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE LO RINDA NO PUEDE REDUCIRSE. 
 
El precepto citado prevé el plazo de 15 días para que la autoridad responsable rinda su informe 
justificado, el cual no puede ser reducido por el juzgador de amparo ni siquiera en aras de satisfacer 
una impartición de justicia expedita. Lo anterior es así, porque la ampliación de plazos en la Ley de 
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Amparo permite otorgar el tiempo necesario para que las partes preparen con mayor cuidado y 
calidad la exposición de los argumentos en que basan sus pretensiones y, con ello se eleva la calidad 
del juicio constitucional. Por tanto, no es posible que el juzgador de amparo, bajo su arbitrio, 
reduzca el plazo en el que la autoridad responsable debe rendir su informe justificado, porque en 
lugar de favorecer el derecho a la tutela judicial efectiva, atenta contra la impartición de justicia 
completa, pronta e imparcial y también contra los principios de legalidad y certeza jurídica de las 
partes del juicio de amparo al conceder un plazo menor al establecido en la Ley Reglamentaria de 
los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que mediante 
su regulación resguarda las bases constitucionales con las que ha de tramitarse el juicio de amparo. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 38/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 15 
de mayo de 2018. Unanimidad de once votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José 
Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Tesis y criterios contendientes: 
 
Tesis I.1o.P.16 K (10a.), de título y subtítulo: "INFORME JUSTIFICADO. LOS JUZGADORES DE AMPARO 
NO ESTÁN AUTORIZADOS PARA REDUCIR EL PLAZO DE QUINCE DÍAS QUE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE TIENE PARA RENDIRLO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de 
noviembre de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 48, Tomo III, noviembre de 2017, página 2055, y 
 
El criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver las quejas 101/2016, 105/2016, 127/2016 y 272/2017. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de julio en curso, aprobó, con el número 22/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de julio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017811  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: P./J. 21/2018 (10a.)  
 
IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA 
RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE 
LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO. 
 
Conforme al artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
es improcedente el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra actos que no le 
competa conocer a dicho Tribunal; de modo que si se demanda algún acto ajeno a su competencia 
material prevista en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica que lo rige, la consecuencia necesaria, 
cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que deba sobreseerse en el juicio, con apoyo 
en la fracción II del artículo 9o. del primer ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el 
sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de 
improcedencia a que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, como ninguno de estos 
preceptos, ni alguno otro de la propia ley, disponen que al actualizarse la improcedencia –y el 
consecuente sobreseimiento en el juicio– también deba precisarse en la propia resolución cuál es, 
en su caso, la diversa autoridad a quien compete el conocimiento del asunto, se concluye que en 
estos supuestos el legislador estableció una causal sustentada en la improcedencia de la vía y, por 
ello, no existe obligación legal del Tribunal de señalar a qué otra autoridad han de remitirse los 
autos, ni debe esperar a que ésta decida si acepta o no la competencia, y menos aún condicionar la 
improcedencia del juicio hasta que se decida un posible conflicto competencial entablado con el 
órgano al que se le declinó competencia, a fin de que hasta este último momento se decrete la 
firmeza del sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las figuras jurídicas de la 
incompetencia y de la improcedencia de la vía, pues mientras la primera implica la apertura de un 
procedimiento para determinar qué órgano jurisdiccional se hará cargo de la demanda, ya sea 
porque una autoridad decline su conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de ello; la segunda 
exclusivamente conlleva la determinación unilateral de rechazar la demanda porque ante quien se 
presentó carece de atribuciones para conocer de las pretensiones del actor, quedando a salvo sus 
derechos para hacerlos valer ante la autoridad que elija como la competente. En consecuencia, 
como la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone expresamente la 
apertura de un trámite competencial cuando se estime que el juicio es improcedente, porque el 
acto cuya nulidad se demandó no le compete conocerlo al Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la demanda hubiere sido admitida, 
dicho órgano jurisdiccional debe limitarse a sobreseer en el juicio, pues al carecer de facultades 
expresas para la apertura de un trámite competencial, hecha excepción de los conflictos originados 
al seno del propio Tribunal por razón de territorio, tampoco debe actuar en un sentido no autorizado 
por la ley, si se toma en cuenta que conforme al principio de legalidad sólo puede hacer lo que ésta 
le permite y, además, con ese proceder tampoco se restringen las defensas del actor, al contar con 
medios de impugnación a su alcance para combatir el sobreseimiento referido. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 389/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 26 de abril de 2018. Mayoría de seis votos de los Ministros 
Margarita Beatriz Luna Ramos, Norma Lucía Piña Hernández en contra de las consideraciones, 
Eduardo Medina Mora I. con el proyecto original, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis 
María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Arturo Zaldívar Lelo de 
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Larrea y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausentes: José Ramón Cossío Díaz y José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen 
Torpey Cervantes. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis 2a./J. 146/2015 (10a.), de título y subtítulo: "INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN 
EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS 
CONSECUENCIAS JURÍDICAS.", aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a 
las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo 
II, noviembre de 2015, página 1042, y 
 
Tesis 2a. CXXII/2015 (10a.), de título y subtítulo: "ACCESO A LA JUSTICIA. SUPUESTO EN QUE LA 
CARGA PROCESAL DE PRESENTAR UNA DEMANDA ANTE AUTORIDAD COMPETENTE SE CONSTITUYE 
EN UN OBSTÁCULO QUE VACÍA DE CONTENIDO ESE DERECHO FUNDAMENTAL.", aprobada por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo II, noviembre de 2015, página 1297, y 
 
El criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver 
los amparos directos en revisión 1159/2014 y 5739/2015. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de julio en curso, aprobó, con el número 21/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de julio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017789  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 33/2018 (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE 
PERSONALIDAD AL CONSTITUIR UNA RESOLUCIÓN DE CUESTIÓN PREVIA O CONEXA, INTERRUMPE 
EL PLAZO PARA QUE OPERE AQUÉLLA. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 1076, fracción VI, del Código de Comercio, la 
caducidad de la instancia en los asuntos mercantiles no opera, entre otros casos, cuando es 
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necesario esperar una resolución de cuestión previa o conexa emitida por el juez del conocimiento 
o por otras autoridades. Ahora bien, la excepción de falta de personalidad constituye una 
"resolución de cuestión previa o conexa", en tanto que es un tópico de naturaleza significativa que 
incide directa e inmediatamente en la debida continuación del procedimiento y que constituye un 
elemento esencial para el dictado de la sentencia, pues se erige como un presupuesto procesal 
tendiente a la demostración de las atribuciones o facultades necesarias que tiene la persona o 
individuo interviniente, para acudir ante el órgano jurisdiccional a hacer valer sus pretensiones. Por 
tanto, la excepción de falta de personalidad interrumpe el plazo para que opere la caducidad de la 
instancia en materia mercantil, pues se trata de una condicionante para el dictado de una sentencia 
válida. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 342/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 2 de 
mayo de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quienes reservaron su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver los juicios de amparo 
directo 470/2013, 471/2013, 472/2013 y 546/2014, de los que derivó la tesis aislada VI.2o.C.36 C 
(10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LA 
TRAMITACIÓN DEL INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD ACTUALIZA EL CASO DE EXCEPCIÓN 
PREVISTO EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 1076 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, PARA QUE AQUÉLLA 
OPERE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de febrero de 2014 a las 
11:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo III, 
febrero de 2014, página 2289, con número de registro digital: 2005739. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 589/2016, sostuvo que la excepción de falta de personalidad no actualiza el supuesto 
previsto en la fracción VI del artículo 1076 del Código de Comercio; y por ende, no interrumpe el 
cómputo para que opere la caducidad de la instancia. Dicha conclusión la sostuvo, en esencia, sobre 
las bases de que la excepción de falta de personalidad tiene un carácter procesal, la cual no puede 
considerarse una “cuestión previa o conexa”, pues a pesar de sus efectos, todas las excepciones 
procesales en ningún momento suspenden el procedimiento, y en caso de resultar fundada, no 
generan en automático la conclusión del juicio, sino que la consecuencia es que el Juez requiera a 
la parte actora para que subsane su personalidad. 
 
Tesis de jurisprudencia 33/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del siete de junio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
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septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017785  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 24/2018 (10a.)  
 
"RESOLUCIÓN FAVORABLE" DICTADA POR TRIBUNALES DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU 
CONCEPTO CONFORME A LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 170 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
El concepto de "resolución favorable" conforme al precepto citado, para efectos de la procedencia 
del juicio de amparo directo, supone el dictado de una sentencia por un Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo que resuelva de manera absoluta la pretensión del actor y le otorgue el máximo 
beneficio, con independencia del tipo de nulidad declarada. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 151/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 16 de noviembre de 2017. Mayoría de diez votos de los 
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, 
José Fernando Franco González Salas, con reservas, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar 
Morales; votó en contra: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: 
José Omar Hernández Salgado y Ron Snipeliski Nischli. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis 2a./J. 122/2015 (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO. LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 
170 DE LA LEY DE AMPARO RESPETA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA.", aprobada por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo I, agosto de 2015, página 503, 
 
Tesis 2a./J. 123/2015 (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO DE AMPARO DIRECTO. ANÁLISIS QUE 
DEBEN REALIZAR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PARA EFECTOS DE SU PROCEDENCIA 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 170, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE LA MATERIA.", aprobada por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo I, agosto de 2015, página 504, y 
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Tesis 2a./J. 121/2015 (10a.), de título y subtítulo: "‘RESOLUCIÓN FAVORABLE’. SU CONCEPTO 
CONFORME AL ARTÍCULO 170, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO.", aprobada por la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo I, agosto de 2015, página 505, y 
 
El criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
amparo directo en revisión 3042/2014. 
 
El Tribunal Pleno, el nueve de julio en curso, aprobó, con el número 24/2018 (10a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de julio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017642  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 15/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN MATERIA PENAL. ES POSIBLE QUE TENGA EFECTOS RESTITUTORIOS CUANDO EL 
ACTO RECLAMADO CONSISTA EN LA CITACIÓN PARA COMPARECER A LA AUDIENCIA INICIAL DE 
FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN O RESPECTO A LA NEGATIVA DE DESAHOGAR PRUEBAS EN LA 
AVERIGUACIÓN PREVIA. 
 
En la reforma constitucional en materia de amparo de 2011 se dotó a la suspensión de un genuino 
carácter de medida cautelar, cuya finalidad es conservar la materia de la controversia y evitar que 
los particulares sufran afectaciones a su esfera jurídica mientras se resuelve el fondo del asunto. En 
este sentido, de los artículos 107, fracción X, de la Constitución Federal y 147 de la Ley de Amparo, 
se desprende que es posible que la suspensión tenga efectos restitutorios cuando ésta sea 
procedente de acuerdo a los requisitos de ley. Ahora bien, si la suspensión, en general, puede tener 
efectos restitutorios, no existe razón alguna para que en materia penal, por regla general no los 
tenga, ya que la Ley de Amparo no establece expresamente que la suspensión en materia penal no 
pueda restituir derechos. De tal manera, resulta evidente que cuando el acto reclamado consista en 
la citación para comparecer a la audiencia inicial de formulación de imputación o la negativa de 
desahogar pruebas en la averiguación previa, puede tener efectos restitutorios, sin que los 
tribunales de amparo deban negarla porque ésta pueda tener dichos efectos. 
 
PRIMERA SALA 
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Contradicción de tesis 442/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 15 de 
noviembre de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo, de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio 
Morales Simón. 
 
Tesis y criterios contendientes: 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el recurso de queja 156/2016, 
sostuvo que no se debe otorgar la suspensión provisional respecto de la ejecución de la citación 
para el desahogo de la audiencia inicial de formulación de imputación que constituye uno de los 
actos reclamados, pues ello equivaldría a dar efectos restitutorios a la misma, los cuales sólo son 
propios de la sentencia definitiva que se dicte en el juicio de amparo. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el recurso de queja 
73/2013, sostuvo la tesis I.5o.P.21 P (10a.), de título y subtítulo: "ACTO NEGATIVO CON EFECTOS 
POSITIVOS. LO CONSTITUYE LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO DE RECIBIR Y DESAHOGAR 
PRUEBAS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA, RESPECTO DEL CUAL PROCEDE LA SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de marzo de 2014 
a las 10:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 4, 
Tomo II, marzo de 2014, página 1500, con registro digital: 2006033. 
 
Tesis de jurisprudencia 15/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de catorce de marzo de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de agosto de 2018 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de agosto de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017641  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 27/2018 (10a.)  
 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO. LAS OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN, SON IMPUGNABLES ANTE EL JUEZ DE CONTROL A TRAVÉS DEL MEDIO DE DEFENSA 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 
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Los artículos 20, apartado C, fracción VII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 109, fracción XXI, del Código Nacional de Procedimientos Penales, otorgan a la víctima u ofendido 
de un delito, el derecho a impugnar ante autoridad judicial, las omisiones del Ministerio Público en 
sus funciones de investigación, en los términos previstos en ese Código. Asimismo, el artículo 16, 
párrafo décimo cuarto, de la Constitución General, prevé que los jueces de control tienen 
encomendada la tarea de resolver en forma inmediata y por cualquier medio, las solicitudes de 
medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad que 
requieran control judicial; además, deben garantizar los derechos de los indiciados y de las víctimas 
u ofendidos, cuidando que la actuación de la parte acusadora sea apegada a derecho; esto es, les 
corresponde resolver las diligencias que requieran control judicial, en forma acelerada y ágil, así 
como realizar las audiencias procesales preliminares al juicio conforme a los principios del sistema 
acusatorio. Por otra parte, el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la 
posibilidad de impugnar las determinaciones del Ministerio Público sobre la abstención de 
investigar, el archivo temporal, la aplicación de un criterio de oportunidad y el no ejercicio de la 
acción penal, esto es, en general se trata de actuaciones del Ministerio Público que tengan como 
efecto paralizar, suspender o terminar una investigación. En este sentido, bien puede entenderse 
que las omisiones del Ministerio Público en la etapa de investigación encuadran en este supuesto, 
ya que dicha conducta supone la paralización de su función investigadora. Así, de la interpretación 
sistemática y funcional de los artículos citados, se obtiene que la víctima u ofendido pueden 
impugnar ante el Juez de Control las omisiones de la autoridad ministerial derivadas de su facultad 
investigadora, a través del medio de defensa innominado previsto en el artículo 258 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, puesto que la finalidad de que el Juez de Control revise las 
decisiones u omisiones del Ministerio Público, que definen el curso de una indagatoria es que, al 
estimar que su actuación es ilegal, debe conminarlo a que reanude la investigación y practique todas 
las diligencias que sean necesarias para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos.  
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 233/2017. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 18 de abril de 2018. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la queja 142/2016, 
sostuvo la tesis aislada I. 9o.P. 140 P (10a.), de título y subtítulo: "OMISIONES DEL MINISTERIO 
PÚBLICO EN LA INVESTIGACIÓN DE LOS HECHOS DENUNCIADOS EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN 
EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. AL NO ESTABLECERSE EXPRESAMENTE EN EL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NI EN ALGUNA OTRA DISPOSICIÓN APLICABLE, 
EL RECURSO O MEDIO DE IMPUGNACIÓN QUE DEBE INTERPONERSE EN SU CONTRA, LA VÍCTIMA U 
OFENDIDO DEL DELITO NO ESTÁ OBLIGADO A AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, PREVIO A 
LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
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viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 2781, con número de registro digital: 
2013932. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver la queja 38/2017, 
consideró que no hay recurso alguno que proceda contra las omisiones del Ministerio Público que 
se actualicen en la etapa de investigación, por lo que no hay necesidad de agotar el principio de 
definitividad antes de acudir al amparo. Lo anterior, toda vez que el Código Nacional de 
Procedimientos Penales no establece de forma expresa el recurso o medio de impugnación que 
debe interponerse contra dichas omisiones, de ahí que no exista medio de defensa al que se deba 
acudir antes de promover el juicio de amparo. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al 
resolver las quejas 197/2016, 189/2016 y 252/2016, sostuvo la tesis aislada XVIII.1o.P.A.2 P (10a.), 
de título y subtítulo: "SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA OMISIÓN DEL AGENTE 
DEL MINISTERIO PÚBLICO DE CUMPLIR CON SUS OBLIGACIONES EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN, 
DEBE IMPUGNARSE ANTE EL JUEZ DE CONTROL A TRAVÉS DEL MEDIO DE IMPUGNACIÓN PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PREVIO A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 42, Tomo III, página 2141, con número de registro digital: 
2014279. 
 
Tesis de jurisprudencia 27/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veintitrés de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de agosto de 2018 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de agosto de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017640  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 17 de agosto de 2018 10:25 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: 1a./J. 28/2018 (10a.)  
 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONTRA LAS OMISIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE 
INVESTIGACIÓN, PROCEDE EL MEDIO DE DEFENSA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EL CUAL DEBE AGOTARSE EN CUMPLIMIENTO AL 
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD QUE RIGE EL JUICIO DE AMPARO. 
 
De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 16, párrafo décimo cuarto y 20, apartado 
C, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 109, fracción XXI y 258 
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del Código Nacional de Procedimientos Penales, se advierte que la víctima u ofendido puede 
impugnar ante el Juez de Control las omisiones de la autoridad ministerial derivadas de su facultad 
investigadora, a través del medio de defensa innominado que prevé el artículo 258 citado, cuya 
finalidad es que el Juez de Control revise las decisiones u omisiones del Ministerio Público, que 
definen el curso de una indagatoria, pues al estimar que su actuación es ilegal, debe conminarlo a 
que cese ese estado de cosas, reanude la investigación y practique todas las diligencias que sean 
necesarias para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos. Por lo tanto, 
previamente a la promoción del juicio de amparo indirecto, se debe agotar ese medio de defensa 
ordinario, en observancia al principio de definitividad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 233/2017. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, el 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 18 de abril de 2018. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la queja 142/2016, 
sostuvo la tesis aislada I. 9o.P. 140. P (10a.), de título y subtítulo: "OMISIONES DEL MINISTERIO 
PÚBLICO EN LA INVESTIGACIÓN DE LOS HECHOS DENUNCIADOS EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN 
EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. AL NO ESTABLECERSE EXPRESAMENTE EN EL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NI EN ALGUNA OTRA DISPOSICIÓN APLICABLE, 
EL RECURSO O MEDIO DE IMPUGNACIÓN QUE DEBE INTERPONERSE EN SU CONTRA, LA VÍCTIMA U 
OFENDIDO DEL DELITO NO ESTÁ OBLIGADO A AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, PREVIO A 
LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 2017, página 2781, con número de registro digital: 
2013932. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver la queja 38/2017, 
consideró que no hay recurso alguno que proceda contra las omisiones del Ministerio Público que 
se actualicen en la etapa de investigación, por lo que no hay necesidad de agotar el principio de 
definitividad antes de acudir al amparo. Lo anterior, toda vez que el Código Nacional de 
Procedimientos Penales no establece de forma expresa el recurso o medio de impugnación que 
debe interponerse contra dichas omisiones, de ahí que no exista medio de defensa al que se deba 
acudir antes de promover el juicio de amparo. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al 
resolver las quejas 197/2016, 189/2016 y 252/2016, sostuvo la tesis aislada XVIII.1o.P.A.2 P (10a.), 
de título y subtítulo: "SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA OMISIÓN DEL AGENTE 
DEL MINISTERIO PÚBLICO DE CUMPLIR CON SUS OBLIGACIONES EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN, 
DEBE IMPUGNARSE ANTE EL JUEZ DE CONTROL A TRAVÉS DEL MEDIO DE IMPUGNACIÓN PREVISTO 
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EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PREVIO A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 42, Tomo III, mayo de 2017, página 2141, con número de 
registro digital: 2014279. 
 
Tesis de jurisprudencia 28/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 17 de agosto de 2018 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de agosto de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017717  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 35/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. EXCEPCIONALMENTE, ES PROCEDENTE CONCEDERLA DE 
PLANO Y DE OFICIO TRATÁNDOSE DE LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD PENITENCIARIA DE PROVEER 
A LOS INTERNOS ROPA Y ZAPATOS EN BUEN ESTADO. 
 
Si bien este acto reclamado, por lo general, no constituye un acto de tormento de los prohibidos 
por el artículo 22 constitucional, para efectos de proveer de oficio y de plano sobre la suspensión 
en términos de los artículos 125, 126 y 128 de la Ley de Amparo, pues aunque implica una molestia, 
no se equipara a tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes; lo cierto es que en casos 
excepcionales, la omisión de la autoridad penitenciaria de proporcionar zapatos y ropa adecuados 
a los internos puede constituir tormento y debe proveerse sobre la suspensión de oficio y de plano. 
Así sucede, por mencionar algunos ejemplos, cuando por las circunstancias y el contexto, es 
razonable suponer que esa omisión compromete la dignidad e integridad personales, ya sea por la 
exposición del interno a un clima extremadamente gélido o caluroso; por la presencia de fauna, flora 
u otros entes nocivos; cuando el acto se realiza con el propósito de vejar o humillar al interno, 
etcétera. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 266/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Cuarto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito. 14 
de marzo de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente 
y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro 
González Piña. 
 
Criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al resolver el recurso de queja 
167/2016, consideró que la omisión de las autoridades penitenciarias de proporcionar vestimenta 
y calzado en buenas condiciones es equiparable a un trato indigno y tortuoso. Por tanto, en esos 
casos debe decretarse la suspensión de oficio y de plano. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver el recurso de queja 
88/2017, sostuvo que la omisión de proporcionar vestimenta y calzado en buen estado no entra 
dentro de los actos prohibidos por el artículo 22 constitucional y la suspensión en estos casos debe 
sujetarse a las reglas relativas a la suspensión a petición de parte. 
 
Tesis de jurisprudencia 35/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de seis de junio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de agosto de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017693  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 40/2018 (10a.)  
 
MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO EN EL JUICIO MERCANTIL. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LAS 
OTORGA, PROCEDE EL RECURSO DE APELACIÓN DE TRAMITACIÓN INMEDIATA EN EFECTO 
DEVOLUTIVO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1345, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, POR 
LO QUE EN OBSERVANCIA AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
El Código de Comercio, en sus artículos 1168 a 1193, establece un sistema completo, expreso y 
cerrado de medidas cautelares, que sólo comprende las denominadas "providencias precautorias", 
consistentes en la radicación de persona y la retención de bienes, exclusivamente bajo los supuestos 
fácticos y jurídicos allí establecidos, y cuya concesión puede impugnarse mediante el recurso de 
apelación en términos de los preceptos 1183, 1339, 1345, fracción IV, y 1345 Bis 1 de dicho código. 
En ese sentido, ante la falta de regulación de otro tipo de medidas cautelares distintas a las 
anteriores, con base en los artículos 1054 y 1063 del código aludido, puede aplicarse 
supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles a efecto de dictar en los juicios 
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mercantiles las medidas de aseguramiento, para preservar una situación de hecho existente 
reguladas en este ordenamiento. Ahora bien, el artículo 384 de este último código prevé entre sus 
enunciados, que no se admitirá recurso alguno contra la resolución que decrete la medida de 
aseguramiento; sin embargo, esa porción normativa no cobra aplicación de manera supletoria 
cuando la medida se dicta en el juicio mercantil, pues si en el Código de Comercio se establece la 
procedencia del recurso de apelación contra las providencias precautorias que regula, ello permite 
sostener la existencia de un principio de impugnabilidad predicable para toda clase de medidas 
cautelares como especie, que pudieren dictarse en el proceso mercantil, por lo que la aplicación de 
la regla supletoria referida sería contraria a ese principio de recurribilidad y, por tanto, no se 
satisfacen plenamente los requisitos para que opere la supletoriedad de la ley, entre los cuales se 
contempla precisamente el relativo a que la legislación supletoria sea congruente y no contraríe los 
principios y bases del ordenamiento a suplir. Así, debe considerarse que contra la resolución que 
otorga la medida de aseguramiento en un juicio mercantil procede el recurso de apelación de 
tramitación inmediata en efecto devolutivo, en términos del artículo 1345, fracción IV, del Código 
de Comercio, por lo que en observancia al principio de definitividad, ese recurso debe agotarse 
previamente a la promoción del juicio de amparo indirecto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 102/2017. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, y jurisdicción en toda 
la República, y el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 25 de abril de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Ricardo García de la Rosa y Laura Patricia Román Silva.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, con 
residencia en Ciudad Juárez, Chihuahua, al resolver el amparo en revisión 732/2016 (cuaderno 
auxiliar 1205/2016), en que sostuvo que en contra de las medidas cautelares dictadas en un juicio 
ordinario mercantil procede el juicio de amparo, sin que sea necesario agotar el recurso de 
apelación previsto en el artículo 1183 del Código de Comercio, lo anterior en virtud de que dichas 
medidas cautelares se otorgaron con fundamento en el artículo 384 del Código Fiscal de 
Procedimientos Civiles, aplicado en forma supletoria al Código de Comercio, el que de forma expresa 
señala que no admite recurso alguno, por lo que se actualiza la excepción al principio de 
definitividad prevista en el artículo 61, fracción XVIII, último párrafo de la Ley de Amparo.  
 
El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
19/2016, de la que derivó la tesis jurisprudencial PC.I.C. J/40 C (10a.), de título y subtítulo: "MEDIDAS 
DE ASEGURAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL. CONTRA LAS RESOLUCIONES QUE LAS DECRETAN 
PROCEDE EL RECURSO DE APELACIÓN, POR LO QUE AL RESPECTO NO OPERA LA EXCEPCIÓN AL 
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL 
ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE AMPARO (RECURSO DE DUDOSA PROCEDENCIA).", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de noviembre de 2016 a las 10:36 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo III, noviembre de 
2016, página 1840, con número de registro digital: 2013162. 
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Tesis de jurisprudencia 40/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de trece de junio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de agosto de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017755  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de agosto de 2018 10:39 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XCVI/2018 (10a.)  
 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR Y DERECHO A LA IDENTIDAD. LA AUSENCIA DE VÍNCULO BIOLÓGICO 
EN LA RELACIÓN PATERNO-FILIAL NO ES SUFICIENTE PARA SUSTENTAR LA IMPUGNACIÓN DE 
PATERNIDAD. 
 
Al establecer el contenido y alcances del artículo 4o. de la Constitución Federal, esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha sostenido que aunque existe una tendencia a que la filiación jurídica 
coincida con la filiación biológica, la coincidencia no siempre es posible, sea ya por supuestos tales 
como la filiación adoptiva o procreaciones asistidas por donación de gametos, por ejemplo, o 
porque el ordenamiento hace prevalecer en el caso concreto otros valores o intereses que considera 
más relevantes. Así, la verdad biológica no es el único principio rector de los procesos filiatorios. En 
la legislación civil de la Ciudad de México, ello se desprende con claridad de la existencia de diversas 
acciones para impugnar o modificar estados filiatorios, como el desconocimiento de paternidad 
previsto por el artículo 330 del Código Civil para la Ciudad de México para el caso del cónyuge varón 
o la anulabilidad del reconocimiento de paternidad hecho por un menor, previsto por el diverso 
artículo 363. Lo mismo ocurre respecto de la acción de nulidad de reconocimiento de paternidad 
fundada en incapacidad o error. Todas las acciones mencionadas establecen plazos de caducidad, 
cuya racionalidad es impedir que el estado anímico o la mera voluntad de los involucrados sea el 
factor determinante en la conservación de las relaciones familiares, cuyos derechos y obligaciones 
se han asumido a conciencia de la inexistencia del vínculo biológico. Lo anterior es congruente no 
sólo con la lógica interna del Código Civil como base de la familia, sino con una visión tutelar del 
derecho a la identidad que persigue proteger la conformación de la auto-percepción –como faceta 
identitaria– y no sólo de necesidades de carácter prestacional. De ahí que el artículo 4o. de la 
Constitución Federal no implique una facultad irrestricta a los sujetos involucrados en las relaciones 
familiares para que éstas sean modificadas en todo momento al amparo de la verdad biológica. Por 
el contrario, obliga al Estado mexicano a establecer mecanismos para la coincidencia de la verdad 
biológica y la filiación jurídica, pero al cobijo de plazos firmes que pretenden dotar de certeza a las 
relaciones familiares. En este sentido, la ausencia de vínculo biológico en las relaciones paterno-
filiales no resulta suficiente per se para sustentar la impugnación de paternidad, en tanto resulta 
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acorde con la Constitución Federal que exista un plazo para el ejercicio de esa acción, superado el 
cual se privilegie un estado de familia consolidado en el tiempo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4686/2016. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien se reserva el derecho a formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena 
Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de agosto de 2018 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017754  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de agosto de 2018 10:39 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XCVII/2018 (10a.)  
 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. LA APLICACIÓN DE ESTE PRINCIPIO EN LOS JUICIOS QUE 
INVOLUCREN RELACIONES PATERNO-FILIALES, NO DEPENDE DE LA EXISTENCIA DE UN VÍNCULO 
BIOLÓGICO. 
 
De conformidad con el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés 
superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Este mandato involucra 
ineludiblemente la actividad jurisdiccional, donde el mejor interés del menor debe ser vigilado tanto 
por las normas sustantivas como adjetivas aplicables al caso, como por el juzgador que cumple una 
función tutelar en dichos procedimientos, sin que ese principio jurídico dependa de precondiciones 
materiales para su operatividad. En ese sentido, la obligación de considerar el interés superior del 
menor en algún proceso concreto no tiene como premisa fundamental la existencia de un vínculo 
biológico en las relaciones paterno-filiales, sino que basta la existencia de algún derecho de un niño 
o una niña que se encuentre en juego para su actualización. Lo anterior no implica evidentemente 
que el juzgador esté obligado a resolver favorablemente frente a las pretensiones del menor, pero 
sí lo compromete a que su decisión tenga un tamiz más elevado en su análisis y una motivación 
reforzada que evidencie que durante el proceso decisorio ha actuado también como garante último 
de los derechos de la infancia que estén involucrados. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4686/2016. 3 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien se reserva el derecho a formular voto 
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concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena 
Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de agosto de 2018 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017745  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de agosto de 2018 10:39 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. C/2018 (10a.)  
 
DERECHO HUMANO AL NOMBRE. EN EL PROCEDIMIENTO DE RECTIFICACIÓN DE ACTA POR 
ENMIENDA, LA AUTORIDAD DEBE GENERAR LAS CONDICIONES MÍNIMAS DE RECEPCIÓN 
PROBATORIA PARA QUE EL INTERESADO PUEDA DEMOSTRAR LOS EXTREMOS DE SU PRETENSIÓN. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que como medio de identificación y de 
vínculo con una familia, el nombre de una persona afecta directamente su vida privada y familiar, y 
que el hecho de que el Estado y la sociedad tengan interés en regular su uso no justifica una 
intervención en este derecho humano. En este sentido, la reglamentación del nombre puede dotar 
de estabilidad el estado civil mediante la fijación inicial de los apellidos y los supuestos concretos de 
su cambio o alteración, siempre que en su aplicación ello no equivalga a cancelar el contenido 
esencial de dicho derecho. En ese sentido, uno de estos supuestos de cambio o alteración es la 
adecuación de la realidad jurídica y social del registrado, para lo cual, el interesado deberá presentar 
una solicitud de rectificación de acta por enmienda ante el Registro Civil, siguiendo el trámite 
previsto en el artículo 98 bis del Reglamento del Registro Civil del Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México. Ahora bien, a fin de respetar a cabalidad tanto el derecho humano al nombre 
como el debido proceso, la autoridad debe generar las condiciones mínimas de recepción probatoria 
para que el interesado pueda demostrar los extremos de su pretensión, lo que implica, de 
conformidad con la reglamentación referida que, por un lado, de estimar que existe información 
faltante, la autoridad formule el requerimiento para que el interesado la proporcione, especificando 
de cuál se trata, exponiendo los motivos subyacentes y otorgándole un plazo razonable para ello –
que no exceda de diez días hábiles a partir de la notificación– apercibiéndolo que, de no presentar 
la información, se declarará improcedente la rectificación; y por otro, que señale día y hora para 
desahogar la comparecencia del interesado y sus testigos, pues de no ser así, el Estado Mexicano 
estaría vulnerando el contenido esencial del derecho al nombre del interesado, ya que a pesar de 
establecer tanto el procedimiento para modificar los datos esenciales de su nombre y apellidos 
como los medios de convicción admisibles para ello, en la práctica estaría obstaculizando su debido 
ejercicio. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo en revisión 1174/2016. 25 de octubre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Ausente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de agosto de 2018 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017725  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 31 de agosto de 2018 10:39 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XCV/2018 (10a.)  
 
ACTA DE NACIMIENTO QUE REFLEJE EL RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD REALIZADO CON 
POSTERIORIDAD AL REGISTRO DEL MENOR. LA FALTA DE PREVISIÓN LEGAL QUE PERMITA LA 
EXPEDICIÓN DE UNA NUEVA ACTA, TRANSGREDE LA DIGNIDAD HUMANA Y EL DERECHO A LA 
IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 
 
La regulación atinente al registro civil que ante el reconocimiento de paternidad o maternidad que 
se realiza con posterioridad al registro de un menor no prevé la emisión de una nueva acta de 
nacimiento sino la simple inscripción de una anotación marginal en el acta de nacimiento 
primigenia, resulta contraria a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que 
existe una vulneración al núcleo esencial de los derechos de la personalidad cuando se obliga a una 
persona a presentarse en el mundo, en las múltiples ocasiones en las que se ve requerida a entregar 
un acta de nacimiento, con un documento oficial que sólo en el margen refleja los datos correctos 
y da publicidad a información que se encuentra en el ámbito propio y reservado de lo íntimo, sin 
que se advierta razonabilidad o justificación válida para limitar esa reserva. Por tanto, si la 
divulgación de la información marginal contenida en el acta de nacimiento atañe únicamente a la 
persona, el legislador incurre en una injerencia arbitraria en los derechos de la personalidad si no 
establece la posibilidad de emitir una nueva acta de nacimiento en la cual consten los datos que 
corresponden a la realidad social de la persona, señalando con una anotación marginal la existencia 
de un acta de nacimiento anterior, pero sin hacer referencia al procedimiento de reconocimiento. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 548/2015. 2 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 31 de agosto de 2018 a las 10:39 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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SEPTIEMBRE 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017840  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 41/2018 (10a.)  
 
SUCESIÓN DE COLATERALES. LOS SOBRINOS (HIJOS DE HERMANOS O MEDIOS HERMANOS 
PREMUERTOS, INCAPACES DE HEREDAR O QUE HUBIEREN RENUNCIADO A LA HERENCIA) TIENEN 
DERECHO A HEREDAR POR ESTIRPE CUANDO CONCURREN CON EL CÓNYUGE SUPÉRSTITE Y 
HERMANOS VIVOS DEL DE CUJUS (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y 
GUANAJUATO). 
 
Los artículos 1501 del Código Civil para el Estado de Nuevo León y 2843 del Código Civil para el 
Estado de Guanajuato establecen la regla general en materia de institución de heredero en la 
sucesión intestamentaria, relativa a que los parientes más próximos excluyen a los más remotos, 
que da preferencia para heredar a los más cercanos en grado, y eliminan el derecho de los más 
lejanos, por ejemplo, el hijo excluye al nieto, el hermano al sobrino, el padre al abuelo, etcétera. Sin 
embargo, esta regla tiene las salvedades previstas en los artículos 1529 y 2870 de los Códigos Civiles 
respectivos, que otorgan derecho a heredar por estirpe a los sobrinos que sean hijos de hermanos 
o medios hermanos premuertos, incapaces de heredar o que hayan renunciado a la herencia. Ahora 
bien, los preceptos 1524 y 2865 de esos respectivos ordenamientos establecen el supuesto en que 
concurren a la sucesión el cónyuge supérstite con uno o más hermanos del de cujus, asignándole al 
primero dos tercios de la herencia y un tercio para el hermano o hermanos que, en su caso, se 
dividirá en partes iguales; en esta hipótesis, el hecho de que estos últimos preceptos no hagan una 
referencia expresa a los sobrinos no significa que no cobre aplicación el derecho de éstos a heredar 
por estirpe, pues las reglas hereditarias deben entenderse y aplicarse como sistema, de modo 
funcional, atendiendo a los sujetos llamados por la ley a heredar en cada caso y a las disposiciones 
que regulen su derecho; sin que lo anterior implique contravención a la regla general de que los 
parientes más próximos excluyen a los más remotos, porque el derecho de los sobrinos a heredar 
por estirpe, es una salvedad a dicha regla, de manera que los hermanos del autor de la sucesión, 
vivos y aptos para heredar, no eliminan a los sobrinos del de cujus, hijos de un hermano premuerto, 
incapaz de heredar o que hubiere renunciado a la herencia; por otra parte, la fuente del derecho a 
heredar del cónyuge supérstite no es el parentesco, sino el matrimonio, por lo que en relación con 
éste no tiene aplicación la indicada regla general. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 389/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Décimo Sexto Circuito y el Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 18 de abril de 2018. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
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Unanimidad de cinco votos, en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 
amparo directo 959/2015, en el que sostuvo que de los artículos 2865, 2867, 2870 y 2871 del Código 
Civil para el Estado de Guanajuato, se desprende que los hijos del hermano premuerto del de cujus, 
tienen el mismo derecho a participar de la masa hereditaria que los hermanos que fueron 
declarados herederos en el juicio de origen, heredando los primeros por estirpe y los segundos por 
cabeza, pues para que el derecho que le asiste a la cónyuge supérstite pudiera excluir de la sucesión 
a los sobrinos es menester que los hermanos del de cujus no existieran. 
 
El emitido por el entonces Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 557/1980, del que derivó la 
tesis, de rubro: "PETICIÓN DE HERENCIA DE SOBRINOS DE UN HERMANO DEL AUTOR DE LA 
SUCESIÓN, MUERTO PREVIAMENTE A ÉSTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 145-150, enero a 
junio de 1981, Sexta Parte, página 195, registro digital: 800782. 
 
Tesis de jurisprudencia 41/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del trece de junio de dos mil dieciocho.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017789  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de septiembre de 2018 10:16 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 33/2018 (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE 
PERSONALIDAD AL CONSTITUIR UNA RESOLUCIÓN DE CUESTIÓN PREVIA O CONEXA, INTERRUMPE 
EL PLAZO PARA QUE OPERE AQUÉLLA. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 1076, fracción VI, del Código de Comercio, la 
caducidad de la instancia en los asuntos mercantiles no opera, entre otros casos, cuando es 
necesario esperar una resolución de cuestión previa o conexa emitida por el juez del conocimiento 
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o por otras autoridades. Ahora bien, la excepción de falta de personalidad constituye una 
"resolución de cuestión previa o conexa", en tanto que es un tópico de naturaleza significativa que 
incide directa e inmediatamente en la debida continuación del procedimiento y que constituye un 
elemento esencial para el dictado de la sentencia, pues se erige como un presupuesto procesal 
tendiente a la demostración de las atribuciones o facultades necesarias que tiene la persona o 
individuo interviniente, para acudir ante el órgano jurisdiccional a hacer valer sus pretensiones. Por 
tanto, la excepción de falta de personalidad interrumpe el plazo para que opere la caducidad de la 
instancia en materia mercantil, pues se trata de una condicionante para el dictado de una sentencia 
válida. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 342/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 2 de 
mayo de 2018. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña Hernández, quienes reservaron su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver los juicios de amparo 
directo 470/2013, 471/2013, 472/2013 y 546/2014, de los que derivó la tesis aislada VI.2o.C.36 C 
(10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LA 
TRAMITACIÓN DEL INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD ACTUALIZA EL CASO DE EXCEPCIÓN 
PREVISTO EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 1076 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, PARA QUE AQUÉLLA 
OPERE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de febrero de 2014 a las 
11:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo III, 
febrero de 2014, página 2289, con número de registro digital: 2005739. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 589/2016, sostuvo que la excepción de falta de personalidad no actualiza el supuesto 
previsto en la fracción VI del artículo 1076 del Código de Comercio; y por ende, no interrumpe el 
cómputo para que opere la caducidad de la instancia. Dicha conclusión la sostuvo, en esencia, sobre 
las bases de que la excepción de falta de personalidad tiene un carácter procesal, la cual no puede 
considerarse una “cuestión previa o conexa”, pues a pesar de sus efectos, todas las excepciones 
procesales en ningún momento suspenden el procedimiento, y en caso de resultar fundada, no 
generan en automático la conclusión del juicio, sino que la consecuencia es que el Juez requiera a 
la parte actora para que subsane su personalidad. 
 
Tesis de jurisprudencia 33/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del siete de junio de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de 
septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013.  


